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León, Guanajuato, a 14 catorce de febrero del año 2011 dos mil once. . .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 139/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ DANIEL GRANJAS VÁZQUEZ, quien se ostenta como representante de los ciudadanos MARIO OROZCO OBREGÓN, MARIO, LUZ DE LOURDES, ANA MARÍA, MARÍA DEL PILAR, JOSÉ ANTONIO, MARÍA SOFÍA, JUAN CARLOS Y PABLO, todos de apellidos OROZCO ARENA, en contra del Tesorero Municipal; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: .  . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que  por  cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la  personalidad jurídica que ostenta en este Proceso el ciudadano José Daniel Granjas Vázquez, la que acredita con copia certificada notarialmente del testimonio de la Escritura Pública número 56,072 cincuenta y seis mil, setenta y dos, de fecha 19 diecinueve de marzo del año 2010, dos mil diez, otorgada ante la fé del Notario Público Número 32, Licenciado Francisco Fernández Regalado, mediante el cual en la cláusula única el ciudadano Ingeniero Mario Orozco Obregón, como apoderado de sus hijos Mario, Luz de Lourdes, Ana María, María del Pilar, José Antonio, María Sofía, Juan Carlos y Pablo, todos de apellidos Orozco Arena, otorga a favor de señor Contador Público José Daniel Granja Vázquez, Poder General para Pleitos y Cobranzas, con todas las facultades generales y especiales que requieran cláusula especial de acuerdo con el primer párrafo del artículo 2064 dos mi sesenta y cuatro, del Código Civil vigente en el Estado de Guanajuato, y, su correlativo al artículo 2,554 dos mil quinientos cincuenta y cuatro del Código Civil para el Distrito Federal, y, sus correlativos de los Códigos Civiles vigentes en la República Mexicana en que se ejercite el mandato; en dicha Escritura se transcribe la clausula única de las Escrituras Públicas números 10,188 diez mil ciento ochenta y ocho, de fecha 5 cinco de junio de 1985 mil novecientos ochenta y cinco, y 37,282 treinta y siete mil doscientos ochenta y dos, de fecha 2 dos de marzo del año 2000 dos mil, en la cual al Ingeniero Mario Orozco Obregón, sus hijos le conceden Poder General, pudiendo delegar en todo o en parte las facultades conferidas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que analizando de manera integral la demanda se advierte que la parte actora impugna los actos siguientes: a).- La actualización del valor fiscal por $40’023,939.32 (cuarenta millones, veintitrés mil, novecientos treinta y nueve pesos 32/100 moneda nacional) del predio El Laurel de este Municipio, registrado bajo la cuenta predial  número 01-V-005003-001; b).- La actualización del valor fiscal por $39’959,024.09 (treinta y nueve millones, novecientos cincuenta y nueve mil, veinticuatro pesos 09/100 moneda nacional) del predio El Carmen de este Municipio, registrado bajo la cuenta predial  número 01-O-002630-001; y, c).- La actualización del valor fiscal por $11’855,195.65 (once millones, ochocientos cincuenta y cinco mil, ciento noventa y cinco pesos 65/100 moneda nacional) del predio Hidalgo de este Municipio, registrado bajo la cuenta predial número           01-AA-95447-001. Actos impugnados que se encuentran acreditados en autos de esta causa fiscal; la del primer acto con el Recibo Oficial número RA 8598182, de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2010, dos mil diez y con el avalúo identificado con el número 10019582, de día 18 dieciocho del mismo mes y año; la del segundo acto con el Recibo Oficial número RA 8598177, de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2010, dos mil diez y con el avalúo identificado con el número 10019584, de día 18 dieciocho del mismo mes y año; y, la del tercer acto se justifica con el Recibo Oficial número RA 8598185, de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2010, dos mil diez. Los recibos antes descritos obran en el sumario en copias certificadas ante la fe del Licenciado Francisco Fernández Regalado, Notario Público Número 32, en Legal ejercicio en este Partido Judicial y los referidos avalúos obran en copias aportadas por la autoridad demandada. . . . . . . .  . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia o de sobreseimiento previstas en estos artículos respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por una parte, la autoridad demandada no aduce causal de improcedencia alguna y de un minucioso análisis de las constancias que integran esta causa se concluye que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261. 
Por otra parte, la autorizada de la autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en último párrafo del artículo 262 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el Tesorero Municipal dejó sin efectos los Avalúos impugnados, por no encontrarse suficientemente fundados y motivados y adjunta los respectivos tres acuerdos emitidos con fecha 21 veintiuno de junio del año 2010. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que analizando el acuerdo de fecha 21 veintiuno de junio del año 2010, dos mil diez, que obra en autos y de las demás constancias que integran este sumario, se advierte que el Tesorero Municipal dejó sin efectos unos avalúos de fecha anterior a los que sirvieron de base para modificar el valor fiscal de los predios El Laurel, El Carmen e Hidalgo de este Municipio; lo anterior es así, en virtud de que los avalúos revocados en el proveído que nos ocupa, son los marcados los números de Folios siguientes: 27119096, practicado al predio El Carmen, arrojando un valor fiscal de $117’439,400.00 (ciento diecisiete millones, cuatrocientos treinta y nueve mil, cuatrocientos pesos 00/100 moneda nacional), fecha 27 veintisiete de noviembre del año 2009, dos mil nueve; 26119038 practicado al predio El Laurel, arrojando un valor fiscal de $61’063,650.00 (sesenta y un millones, sesenta y tres mil, seiscientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), de fecha 26 veintiséis de noviembre del año 2009, dos mil nueve; y, 17119028 practicado al predio Hidalgo, arrojando un valor fiscal de $ 15’533,739.96 (quince millones, quinientos treinta y tres mil, setecientos treinta y nueve pesos 96/100 moneda nacional), de fecha 17 diecisiete de noviembre del año 2009, dos mil nueve; sin embargo, los avalúos fiscales que arrojaron el valor fiscal impugnado en este Juicio, son los que enseguida se describen: el avalúo identificado con el número 10019582, practicado al predio El Laurel de este Municipio, que fijó el valor fiscal por la cantidad de $40’023,939.32 (cuarenta millones, veintitrés mil, novecientos treinta y nueve pesos 32/100 moneda nacional); el avalúo identificado con el número 10019584, practicado al predio El Carmen de este Municipio, que fijó el valor fiscal por la cantidad de $39’959,024.09 (treinta y nueve millones, novecientos cincuenta y nueve mil, veinticuatro pesos 09/100 moneda nacional); y, el avalúo practicado al predio Hidalgo de este Municipio, que fijó el valor fiscal por la cantidad de $11’855,196.65 (once millones, ochocientos cincuenta y cinco mil, ciento noventa y seis pesos 65/100 moneda nacional). Todos de fecha 18 dieciocho de febrero del año 2010, dos mil diez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De esta manera, los actos fiscales que dieron origen al nuevo valor impugnado siguen surtiendo sus efectos legales frente al actor como sujeto pasivo del impuesto predial de los predios que nos ocupan, por tal virtud en la especie no se encuentra satisfecha la pretensión de la parte actora y no configura la causal de sobreseimiento prevista en la fracción IV del artículo 262 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; en consecuencia, el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.-  Que en el  primer concepto de  impugnación del  escrito inicial de 
demanda la actora en esencia aduce que el nuevo valor asignado a los inmuebles es indebido, en virtud de que no se realizó el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, contraviniendo lo establecido por los artículos 162 fracción II, 171 y 176 del referido Ordenamiento Legal, al no haber constancias que acrediten que la Tesorería Municipal ordenó por escrito la práctica de dicho avalúo en el inmueble de su representada, la designación de un perito o peritos para la práctica del avalúo, la notificación al contribuyente de los resultados del avalúo y el monto del impuesto, el conceder al contribuyente el plazo para formular aclaraciones, la valuación por separado del terreno y las construcciones, elaboración del mismo en las formas oficiales, la aplicación de valores unitarios del suelo y construcciones que señala anualmente la Ley de Ingresos para el Municipio, por ello, la autoridad dejó de cumplir lo establecido por los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en consecuencia, la ilegalidad actualiza el supuesto de nulidad total de los actos impugnados, en términos del artículo 255, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. En tanto que, el Tesorero Municipal en la contestación respecto a este punto de agravio aduce en esencia que es infundado, ya que se habían elaborado los avalúos de los inmuebles materia de este Juicio, en relación a la cuenta predial número 01-V-005003-001, en fecha 27 veintisiete de noviembre de 2009, dos mil nueve, por lo que hace a la cuenta predial número 01-O-002630-001, el día 26 veintisiete de ese mes y año, y respecto a la cuenta predial número       01-AA-95447-001, el día 17 diecisiete del mismo mes y año, para regularizar dichos predios se realizaron avalúos, contra los cuales el actor presento inconformidad o aclaración, elaborándose como resultado de éstas nuevos avalúos, siendo inoportuno lo argumentado por el actor, ya que fueron elaborados a petición del mismo, por lo que no es aplicable el procedimiento a que hace referencia. . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de lo siguiente: 
En principio, el Tesorero Municipal en su contestación sostiene que  no  es  aplicable el procedimiento de valuación a los avalúos que resultaron de la aclaración formulada por el actor, sin embargo, no le asiste la razón, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 176, párrafo segundo, Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Los   resultados  del   avalúo  y   la   determinación del   impuesto   deberán 
notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes.” 
El término “aclaraciones” en este precepto legal se utiliza de manera muy compleja, ya que es complicado determinar sus alcances en el marco del procedimiento de valuación de los inmuebles, pues no está contemplado como recurso administrativo y si no es un medio de defensa, entonces podemos sostener que la intención del legislador en esta norma es en el sentido de que la aclaración del avaluó solo tenga como objeto que el Tesorero Municipal a petición de parte corrija algún error o poner en claro su contenido, por consiguiente, la respuesta que recae a la aclaración jurídicamente constituye un acto fiscal, que tiene como finalidad hacer los ajustes procedentes conforme a la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y a la Ley de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año que corresponda, lo anterior para que resulte inequívoco el avalúo, ahora bien, es un acto fiscal porque contiene una declaración unilateral de voluntad del Tesorero Municipal, ya sea en sentido positivo o negativo para los intereses del contribuyente, expresada en uso de las facultades que le concede el párrafo segundo de este artículo 176. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la respuesta recaída a la aclaración pedida por el contribuyente, sea en sentido positivo o negativo para los intereses de éste, debe emitirse de manera fundada y motiva, siempre dejando de manera clara la vinculación con el avalúo aclarado, lo que no sucede en el caso que nos ocupa, pues la autoridad demandada, a pesar de que aduce la existencia de una aclaración de los avalúos que fijaron el nuevo valor fiscal a los predios denominados El Laurel, El Carmen e Hidalgo ubicados en esta Municipalidad, no exhibe la respectiva aclaración de cada una de estas propiedades, sino que aporta dos avalúos sobre el mismo inmueble, con excepción del señalado en tercer lugar. . 
De esta forma, respecto del predio El Laurel, aportó el avalúo con folio 27119096, del 27 veintisiete de noviembre del año 2009, dos mil nueve, arrojando un valor fiscal de $117’439,400.00 (ciento diecisiete millones, cuatrocientos treinta y nueve mil, cuatrocientos pesos 00/100 moneda nacional), de igual manera, presentó el avalúo identificado con el número 10019582, de fecha 18 dieciocho de febrero del año 2010, dos mil diez, que fijó el valor fiscal por $40’023,939.32 (cuarenta millones, veintitrés mil, novecientos treinta y nueve pesos 32/100 moneda nacional); en cuanto al predio El Carmen exhibió el avaluó 26119038, del 26 veintiséis de noviembre del año 2009, dos mil nueve, arrojando un valor fiscal de $61’063,650.00 (sesenta y un millones, sesenta y tres mil, seiscientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), del mismo modo, aportó el avalúo identificado con el número 10019584, de fecha 18 dieciocho de febrero del año 2010, dos mil diez, que fijó el valor fiscal por la cantidad de $39’959,024.09 (treinta y nueve millones, novecientos cincuenta y nueve mil, veinticuatro pesos 09/100 moneda nacional); y, por lo que hace al predio Hidalgo aportó el avalúo folio 17119028, del 17 diecisiete de noviembre del año 2009, dos mil nueve, arrojando un valor fiscal de $15’533,739.96 (quince millones, quinientos treinta y tres mil, setecientos treinta y nueve pesos 00/100 moneda nacional) y el último valor fiscal fijado es de $11’855,195.65 (once millones, ochocientos cincuenta y cinco mil, ciento noventa y cinco pesos 65/100 moneda nacional). Siendo lo anterior así, es evidente que no estamos ante una aclaración de los avalúos, dado que la existencia de este acto fiscal  no se demostró en autos de este sumario, por tal motivo, estamos ante dos actos fiscales totalmente distintos, pues para los dos primero predios, se practicaron dos avalúos en diferentes fechas, situación que originó que el Tesorero Municipal, mediante acuerdo de fecha 21 veintiuno de junio del año 2010, dos mil diez, dejó sin efectos el avalúo folio 27119096, practicado al predio El Laurel, con fecha del 27 veintisiete de noviembre del año 2009, dos mil nueve; el avalúo folio 27119038, realizado al predio El Carmen, con fecha del 26 veintiséis de noviembre del ese año; y el avalúo folio 17119028, practicado al predio Hidalgo, con fecha del 17 diecisiete de noviembre del mismo año, quedando subsistente los últimos avaluó que originaron los valores fiscales impugnadas en este juicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tales condiciones, el Tesorero Municipal para practicar los avalúos que arrojaron los valores combatidos, insoslayablemente está obligado a emitir la orden de valuación, en la que designe al perito autorizado para practicar el avalúo respectivo, de acuerdo a lo establecido por el artículo 261, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, además dicho perito a su vez, por disposición expresa del primer párrafo del artículo 177 de la misma Ley de Hacienda, se encuentra constreñido a presentarse en día y hora hábiles en el inmueble a valuar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 162.-  La  base del  Impuesto  Predial  será  el  valor  fiscal  de  los inmuebles, el cual se determinará:

 II.- Por avalúo practicado por peritos autorizados por la Tesorería Municipal; en tanto son valuados, el valor con que se encuentren registrados;”
Por su parte el artículo 176 de la citada Ley de Hacienda, señala las formalidades para la práctica de los avalúos, respecto de inmuebles ubicados en el Municipio de León, Guanajuato, al establecer: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto. 

Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. 

La valuación se hará separadamente para el terreno y para las construcciones y se formulará en las formas oficiales expedidas para tales efectos, aplicando los valores unitario del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado.” 

De los numerales transcritos, se desprende que en la práctica de avalúos de inmuebles, se debe cumplir con los requisitos o formalidades siguientes: 1.- La emisión de una orden escrita por parte del Tesorero Municipal; 2.- La designación del perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- La notificación al contribuyente de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- La Concesión de  un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- La valuación por separado del terreno y de las construcciones; 6.- La elaboración en las formas oficiales correspondientes; 7.- La aplicación de los valores unitarios del suelo y las construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. De este modo, en autos de esta causa se advierte que el Tesorero Municipal omitió aportar las ordenes de valuación, la notificación de los resultados del avalúo y el acta circunstanciada de la visita física a los inmuebles materia de la valuación, de ahí que, los avalúos como actos de naturaleza administrativa, específicamente fiscal, son ilegales, por no haberse agotado de manera previa todas las formalidades del procedimiento de valuación, elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio que origina la ilegalidad de los avalúos de los inmuebles registrados con las cuentas prediales números 01-V-005003-001, 01-O-002630-0001 y 01-AA-95447-001, pues en autos no obran las constancias escritas que demuestren que, en la práctica de los referidos avalúos, se haya cumplido con las formalidades o requisitos señalados y exigidos por el citado artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, lo que trae como consecuencia, que sus nuevos valores fiscales, no se encuentren apegados a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por tanto, si los avalúos se realizaron sin respetar las formalidades del procedimiento de valuación, luego entonces la actualización o nuevo valor fiscal de cada predio que nos ocupan, como acto fiscal no reúnen el elemento de validez establecido en la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal para actualizar el valor fiscal de los referidos inmuebles mediante avalúo, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los citados artículos 176 y 177, el cual en la especie no se cumplió, al no haber emitido la orden de valuación y no haber exigido la visita física al inmueble materia de la valuación, entre otros, por ende, al emitir los avalúos que dieron nacimiento a los impugnados valores fiscales que sirvieron de base para determinar y cobrar el impuesto predial de los inmuebles El Laurel, El Carmen e Hidalgo de este Municipio, para el año 2010, dos mil diez, sin agotar previamente el procedimiento de valuación, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de decretarse la nulidad lisa y llana de los nuevos valores fiscales asignados a los inmuebles materia de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de otros conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente  para  otorgar al peticionario de  garantías la  protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de 
queja”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.-  Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de los siguientes valores fiscales: el asignado al predio El Laurel, por la cantidad de $40,023,939.32 (cuarenta millones veintitrés mil novecientos treinta y nueve pesos 32/100 moneda nacional), registrado bajo la cuenta predial número 01-V-005003-001; el asignado al predio El Carmen, por la cantidad de $39,959,024.09 (treinta y nueve millones novecientos cincuenta y nueve mil veinticuatro pesos 09/100 moneda nacional), registrad bajo la cuenta predial número 01-0-002630-0001; y, el asignado al predio Hidalgo, por la cantidad de $11,855,196.65 (once millones ochocientos cincuenta y cinco mil ciento noventa y seis pesos 65/100 moneda nacional), registrad bajo la cuenta predial número 01-AA-95447-001. Valores fijados para el cobro del impuesto predial del referidos predios para el año 2010, dos mil diez, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .  
